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Resumen
Con esta publicación se pretende invitar a los facilitadores del proceso de formación 
del jurista a re  exionar en torno al siguiente interrogante: ¿la práctica pedagógica 
utilizada por el docente en el aula es pertinente para desarrollar las competencias que 
exige la nueva estructura jurídica colombiana? Esta pregunta es pertinente teniendo 
en cuenta que la Reforma Constitucional de 1991 incluyó en el sistema jurídico nor-
mativista la concepción del Estado Social, el precedente constitucional obligatorio 
y la oralidad, cambios que obligan al docente a utilizar métodos y recursos peda-
gógicos acordes con la enseñanza del positivismo jurídico (norma el decisionismo 
judicial y la oralidad). Este artículo es un avance del estudio realizado al marco 
teórico del proyecto de investigación del Programa de Derecho de la Universidad 
Simón Bolívar Extensión Cúcuta, “El proceso de formación profesional del abogado 
frente al sistema jurídico colombiano”. En su realización se utilizó la metodología 
de análisis documental y la técnica operacional para la interpretación de libros, ar-
tículos y sentencias de la Corte Constitucional. En conclusión, se resalta la imperio-
sa necesidad de abordar la enseñanza del Derecho desde las escuelas iusnaturalista, 
positivista, el realismo jurídico, así como el uso adecuado de métodos y medios 
didácticos para desarrollar las competencias que exige el nuevo sistema.

Abstract
This publication intends to invite people appointed as facilitators in the lawyer tra-
ining process, to re  ect on the following question: Is the teaching practice used 
by the teacher relevant to develop competences that are required by the current 
Colombian legal  eld? This question is relevant, especially by taking into account 
the constitutional rules of 1991 including the welfare state in the legal system, the 
Compulsory Constitutional precedent and orality changes encourage teachers to use 
methods and pedagogical resources in accordance to the teaching of legal positivism
(standard) judicial decisions and orality. This paper is a preliminary result of the 
study carried out and based on the conceptual framework of the research project of 
law program at Universidad Simón Bolívar (branch in Cúcuta). “The training of the 
lawyer in relation with the Colombian legal system”. It was used as the methodology
of documentary analysis and operational technique for the interpretation of books,
articles, and judgments of the Constitutional court. In conclusion, it is focused on 
the need to address the teaching of the law schools from the ius naturalist, positivist,
legal realist, as well as the use of relevant teaching methods and means to develop
the skills for the new system.
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Introducción
Las constantes variaciones del comporta-

miento social obligan a los agentes del poder 
del estado a efectuar los ajustes adecuados en 
la estructura jurídica del país, a  n de resolver 
pací  camente las controversias individuales o 
colectivas, manteniendo o renovando el sistema 
jurídico.

La Constitución Política de 1886 se funda-
mentó en la concepción romanística del Dere-
cho, que funge en el pensamiento  losó  co del 
positivismo y establece en la norma escrita la 
fuente del Derecho. Como tal, dicha norma es 
el instrumento indispensable para la solución de 
litigios. Este paradigma fue complementado por 
la Carta Magna de 1991, que introdujo la obli-
gatoriedad del decisionismo judicial (doctrina 
constitucional), al amparo del iusnaturalismo, 
que aparece plasmado de manera directa en el 
Preámbulo de la Norma Superior.

Según Freddyur (2006), el sistema jurídico 
colombiano asume “nuevamente a la dinámica 
iusnaturalista humanista, axiológica, ética, con-
temporánea y crítica, en donde la instituciona-
lidad y la ley son un instrumento más, no los 
únicos, en el ejercicio dialéctico que procura 
conseguir el orden justo, único espacio idóneo 
en el cual puede desarrollarse, integralmente, la 
persona y su dignidad. El artículo 5º de la Cons-
titución Política establece además la primacía de 
los derechos inalienables de la persona, lo que 
viene a signi  car el reconocimiento expreso de 
la corriente iusnatural permitiendo inferir que 

la persona es un actor de especial importancia 
en la vida institucional, con gran impacto en el 
Derecho colombiano y por ello, el estado y sus 
autoridades se encuentran a su servicio, como se 
consagra en los artículos 2 y 123” (p. 149). Así 
se incorpora en su estructura la nueva tendencia 
del Derecho latinoamericano, que se encamina 
hacia el antiformalismo judicial, y se fundamen-
ta más bien en la obligatoriedad de la ratio deci-
dendi con efectos erga omnes, como ha quedado 
consignado en las sentencias de la Corte Cons-
titucional. 

Esta situación particular de nuestro sistema 
incide, a no dudarlo, en el proceso de formación 
del abogado, lo que exige a la academia inda-
gar sobre las prácticas pedagógicas que utiliza el 
docente en el aula cuando desarrolla el microcu-
rrículo, así como la pertinencia de su quehacer 
respecto a las competencias que hoy reclama el 
nuevo ordenamiento jurídico. 

Método
Para la elaboración de este artículo se parte 

del marco teórico del proyecto de investigación 
arriba mencionado, y se utilizan instrumentos 
“derivados de una investigación documental, 
que proporciona un instrumental técnico, que 
permite organizar los materiales del estudio 
planteado con mayor coherencia y unidad, im-
prescindible para este tipo de trabajo” (Balestri-
ni, 1998, p. 138). 

El recaudo informativo se realizó sobre una 
masa documental del estado del arte y el refe-
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rente teórico conceptual y jurídico del proyecto, 
de la siguiente manera: se abordaron 16 artículos 
relacionados con el tema del Estado Social de 
Derecho, las corrientes  losó  cas del naturalis-
mo, positivismo, el realismo, el sistema jurídico 
normativo y el antiformalismo. Posteriormente, 
se analizaron nueve sentencias hito de la Corte 
Constitucional y, por último, cinco obras sobre 
pedagogía y didáctica, incluyendo dos de meto-
dología de la investigación. Como técnica opera-
cional, se subrayaron los textos, se realizó  cha-
je y se incorporó bibliografía y citas. 

Estructura del sistema jurídico colombia-
no

Para la ciencia jurídica, la justicia es el prin-
cipal valor, que, desde luego, se interpreta según 
las creencias y costumbres que desarrollan los 
núcleos sociales. Para entenderla o por lo menos 
aproximarse a ella, los jurisconsultos apelaron a 
las escuelas del pensamiento  losó  co. Inicial-
mente al naturalismo, que pregona la existencia 
de principios y valores inherentes a la naturaleza 
del ser humano, ubicados en una escala superior 
y por encima del ordenamiento jurídico creado 
por el hombre (Sterling, 2011), “un derecho an-
tiguo, unido íntimamente a las tradiciones y a 
cuestiones metafísicas, un derecho parroquial, 
ligado a la religión, especialmente a la religión 
Católica, creando de esta manera patrones de 
comportamiento y generando una moral” (p.12).

Frente al iusnaturalismo, aparece la posición 
paradigmática de Hans Kelsen, para quien, se-
gún Giraldo et al. (2005), el Derecho se reduce 

“a la normatividad, considerando que el jurista 
no debe adentrarse en el estudio del origen de 
la norma, pues esta tarea solo le concierne a los 
 lósofos y a los políticos, constituyendo enton-

ces el Derecho una ciencia partiendo de manera 
exclusiva de la normatividad vigente que es la 
única realidad” (p. 37).

Esta última concepción se inspira en el posi-
tivismo  losó  co, que según Ginés (2007), “se 
proyecta con ciertos rasgos básicos que identi  -
can al iuspositivista: a) El rechazo del Derecho 
natural en cualquiera de sus vertientes –divina, 
natural o racional– en total correspondencia con 
la oposición terminante a toda fundamentación 
metafísica del Derecho. b) La separación entre 
el Derecho y la moral en cabal coincidencia con 
el rechazo de toda realidad no fáctica. c) La va-
loración cientí  ca del Derecho, que acentúa el 
dogma de la plenitud y coherencia del sistema 
jurídico, en total sincronía con la sobrevalora-
ción de la ciencia en general” (p. 3).

El devenir  losó  co nos conduce posterior-
mente al concepto de realidad y verdad, tenien-
do en cuenta que el desarrollo del pensamiento 
se rige por un proceso que parte de la experien-
cia para llegar al concepto. El maestro Naranjo 
(2008), al iniciar su exposición sobre las dife-
rentes especies de realidad, a  rma: “El univer-
so es la totalidad de objetos, y es el hombre el 
sujeto que puede convertir todo el universo en 
su objeto. En medio del universo, el hombre se 
pone en contacto con todo aquello que lo cons-
tituye y lo clasi  ca por medio de juicios en los 
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que cada cosa tiene capacidad para ser sujeto de 
una proposición” (p. 20). Esta concepción in-
duce a estudiar el comportamiento individual y 
de grupo si es repetitivo y constante, proponien-
do el estudio directo mediante el análisis como 
método que aclara las ideas de las ciencias y el 
pluralismo, pues el realismo “no aspira, como 
generalmente lo ha hecho la  losofía anterior, a 
hacer a  rmaciones sobre el universo en conjunto 
ni a la construcción de un sistema comprensivo” 
(Hierro, 2011, p. 7).

La trascendencia de las anteriores corrientes 
motivaron a los miembros de la Constituyente 
para mantener en nuestra Carta Fundamental el 
positivismo jurídico al incluir en su cuerpo el ar-
tículo 230 Superior y la concepción iusnaturalis-
ta plasmada en el Preámbulo. Así quedó abierto 
el camino para la aplicación del realismo jurídi-
co, al identi  car a Colombia como un Estado So-
cial de Derecho y darle a la Corte Constitucional 
la importantísima función de interpretar la Nor-
ma Superior, creando la doctrina constitucional 
obligatoria. Instrumento valioso que ha venido 
utilizando de manera paulatina para crear subre-
glas en las sentencias hito, que posteriormente se 
convierten en precedente judicial y, por lo tanto, 
en fuente del Derecho.

Planteadas de manera breve las corrientes 
que inciden en nuestro sistema jurídico, es im-
portante resaltar que, antes de la vigencia de la 
nueva Constitución, Colombia era considera-
da como un Estado de Derecho, que acudía de 
manera prevalente a la norma escrita a la hora 

de resolver cualquier litigio de carácter priva-
do o público. El nuevo Derecho Constitucional 
privilegia incluso la aplicación del Derecho Su-
pranacional (bloque de constitucionalidad) y la 
aplicación del precedente constitucional obliga-
torio. Benítez et al. (2007) a  rman, en este sen-
tido, que “gran parte de la comunidad jurídica 
ha encasillado a los jueces en una de estas dos 
escuelas: el formalismo defendido por nuestra 
Corte Suprema de Justicia y el antiformalismo, 
corriente con el que se ha venido identi  cando la 
Corte Constitucional” (p. 151).

La génesis  losó  ca-jurídica del sistema ju-
rídico patrio se cristaliza hoy en el cuerpo de la 
Constitución, al ordenar que los jueces de la Re-
pública en sus providencias solo están sometidos 
al imperio de la ley (artículo 230 Superior), y 
precisando, además, que la equidad, la jurispru-
dencia, los principios generales del Derecho y la 
doctrina son criterios auxiliares del decisionis-
mo judicial. De este modo se establece de mane-
ra objetiva la vigencia del formalismo o positi-
vismo jurídico, pero al mismo tiempo se con  ó a 
la Corte Constitucional, en el artículo 241 Supe-
rior, la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, ordenando que los fallos que dicte 
en ejercicio del control jurisdiccional hacen trán-
sito a cosa juzgada constitucional y que ninguna 
autoridad podrá reproducir el contenido material 
del acto jurídico declarado inexequible por razo-
nes de fondo, mientras subsistan en la Carta las 
disposiciones que motivaron la confrontación 
entre la norma ordinaria y la Constitución (ar-
tículo 243 Superior). Como ya se ha dicho, fue 
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así como se originó el precedente constitucional 
obligatorio o antiformalismo.

Esta postura bifronte asumida por la Carta 
Magna debe ser desarrollada sobre la concep-
ción  losó  co-jurídica del Estado Social de 
Derecho, que en concepto de autoridad pro-
puesto por la Honorable Corte Constitucional, 
“se re  ere a la actividad del Estado regido por 
las normas jurídicas, partiendo de la norma ju-
rídica fundamental, lo cual implica que toda la 
actividad del estado debe realizarse dentro del 
marco de la Norma Superior constituyéndose de 
esta manera el Estado Constitucional de Dere-
cho (...)”. Y agrega en la misma jurisprudencia: 
“(…) que con el término social se señala que la 
acción del estado debe dirigirse a garantizarles a 
los asociados condiciones de vida dignas. Es de-
cir, con este concepto se resalta que la voluntad 
del Constituyente en torno al estado no se reduce 
a exigir de este que no inter  era o recorte las li-
bertades de las personas, sino que también exige 
que el mismo se ponga en movimiento para con-
trarrestar las desigualdades sociales existentes y 
para ofrecerle a todos las oportunidades necesa-
rias para desarrollar sus aptitudes y para superar 
los apremios materiales” (Corte Constitucional, 
1998). 

Ahora bien, para garantizar el pleno ejercicio 
de los derechos fundamentales de las personas 
en el marco del Estado Social de Derecho, tam-
bién dice esta alta corporación: “el mismo estado 
es el que debe trazar las políticas sociales enca-
minadas a lograr el bienestar de los individuos, 

de manera que son los organismos del poder pú-
blico los que con sus actuaciones encuentren el 
logro de sus  nes esenciales y, para ello entran 
en juego los principios de e  ciencia y la e  cacia 
de quienes la tienen a su cargo, en procura de la 
satisfacción del interés colectivo. Precisamente 
para dar prevalencia al interés general, la Cons-
titución ha dotado al estado de instrumentos que 
le permitan adecuar su estructura a las circuns-
tancias que le exigen e  ciencia, e  cacia y cele-
ridad, en las múltiples responsabilidades que le 
competen. De ahí, que la Carta Política imponga 
a las autoridades la coordinación de sus actua-
ciones para el logro de sus  nes” (Corte Consti-
tucional, 2003).

Aclarado el panorama de las diferentes postu-
ras  losó  co-jurídicas que inciden en la estruc-
tura legal, es importante de  nir el sistema que 
hoy opera en el estado colombiano.

El sistema jurídico se de  ne como la con-
ciencia de un conglomerado social organizado 
que, con fundamento en sus creencias y costum-
bres, escoge la manera particular de administrar 
justicia para proteger los derechos fundamenta-
les individuales y colectivos de sus asociados. 
Esto signi  ca que el sistema puede corresponder 
solo a un ordenamiento normativo escrito, o im-
plicar la protección de los derechos de corte an-
glosajón, cuya fuente originaria es la costumbre, 
o incluso corresponder a la procedencia divina. 
Estas son las tendencias que han adoptado los es-
tados, unos con marcados ribetes normativistas, 
otros con tendencia consuetudinaria, o mixtos, 
como el nuestro.
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Según Calle (2007), el sistema jurídico se 
fundamenta en la “distinción entre dos modos de 
concebir el Derecho, así: como un sistema exter-
no al objeto: el orden jurídico o estructural del 
Derecho es el punto de llegada del jurista, quien 
lo instala en un objeto en principio caótico. De 
esta forma el sistema jurídico es entendido como 
una totalidad conformada por las proposiciones 
jurídicas que describen un cierto ordenamiento 
jurídico, y, supone la proyección de modelos sis-
temáticos externos-importados de disciplinas no 
jurídicas, ya sea de las ciencias de la naturaleza 
o ya de las ciencias sociales a la construcción 
del sistema jurídico. Como un sistema interno 
al objeto: En este caso el sistema se entiende 
conformado por proposiciones prescriptivas y el 
nexo entre ellas es un nexo especí  camente ju-
rídico. Esta concepción identi  ca el sistema con 
el orden formal a cualquier conjunto de normas 
jurídicas organizadas en función de un principio 
básico que es inherente al Derecho positivo y 
presupuesto gnoseológico del mismo” (p. 2).

En este mismo sentido, re  riéndose al cri-
terio del sistema jurídico colombiano, la Corte 
Constitucional expresó que: “la unidad del sis-
tema jurídico y su coherencia y armonía, depen-
den de la característica de ordenamiento de tipo 
jerárquico de que se reviste. La jerarquía de las 
normas hace que aquellas de rango superior, con 
la Carta Fundamental a la cabeza, sean la fuente 
de validez de las que les siguen en dicha escala 
jerárquica. Las de inferior categoría deben resul-
tar acordes con las superiores, y desarrollarlas en 
sus posibles aplicaciones de grado más particu-

lar. En esto consiste la connotación de sistema 
que se reviste el ordenamiento, que garantiza su 
coherencia interna. La  nalidad de esta armonía 
explícitamente buscada, no es otra que la de es-
tablecer un orden que permita regular, conforme 
a un mismo sistema axiológico, las distintas si-
tuaciones de hecho llamadas a ser normadas por 
el ordenamiento jurídico” (Corte Constitucional, 
2000).

Como se a  rmó anteriormente, el sistema ju-
rídico puede estar integrado por un ordenamien-
to, como por ejemplo el normativo, o el de ten-
dencia anglosajona, o por la reunión armónica 
del iusnaturalista con el derecho normativo y el 
derecho de los jueces. Estas posturas han origi-
nado variados criterios doctrinales. Así, Tamayo 
et al. (2012) a  rman que, “el constituyente co-
lombiano optó por la ley y no por el precedente, 
como mecanismo para realizar el Estado de De-
recho, y así aparece en el artículo 20 de la Carta 
Política, norma según la cual, “Nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a las leyes preexisten-
tes”. Obsérvese que la norma no dice que la gen-
te puede ser juzgada con base en jurisprudencias 
preexistentes, sino con base en leyes preexisten-
tes. Por lo tanto pretender montar paralelamente 
al sistema escrito previsto en la Constitución un 
sistema de precedentes, es como tratar de cons-
truir una catedral sobre otra” (p. 8).

En cambio, García (2006), con cierto margen 
de amplitud, considera que si bien es cierto el 
operador jurídico está sometido a la fuerza vin-
culante de la norma escrita, tiene, además, “el 
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deber de aplicar en la motivación de sus senten-
cias fundamentalmente aquellos textos disposi-
tivos que resultaran ser los más adecuados a los 
litigios particulares que se le plantean. Pero esto 
último no nos ha de di  cultar a la hora de admi-
tir que, como la ley –por muy estricta que esta 
fuera– siempre posee una cierta dosis de inde-
terminación, el juez, como un colaborador más 
en el proceso dinámico de creación del ordena-
miento, dispone de un cierto margen de libertad” 
(p. 151).

El antiformalismo, por su parte, es plantea-
do por la Corte Constitucional, al señalar que las 
decisiones de esta alta corporación, en determi-
nados eventos, constituyen doctrina constitucio-
nal y, por consiguiente, obligatoria para todos 
los entes del Estado. Dice el tribunal de cierre 
que “los precedentes constitucionales cobijan a 
todas las autoridades judiciales y administrati-
vas, las cuales en desarrollo de sus competencias 
constitucionales están obligadas a acatar el prin-
cipio de legalidad y deben someterse y cumplir 
lo dispuesto en la normatividad superior. De esta 
manera, frente al claro enfrentamiento entre una 
disposición legal vigente y normas constitucio-
nales amparadas por reglas judiciales vinculan-
tes, la autoridad administrativa debe cumplir de 
manera preferente los postulados consagrados en 
la Constitución Política, sin eludir el respeto a la 
ley” (Corte Constitucional, 2011a).

Esta posición fue reiterada por la misma Cor-
te en el mes de octubre del mismo año, al mani-
festar que, “la de  nición de las reglas de Dere-

cho que aplican las autoridades administrativas y 
judiciales pasa un proceso interpretativo previo, 
en el que armoniza el mandato legal particular 
con el plexo de derechos, principios y valores 
constitucionales relacionados con el caso, junto 
con los principios rectores que ordenan la mate-
ria correspondiente. A su vez, cuando esta labor 
es adelantada por aquellas máximas instancias 
de justicia, que tienen la función constitucional 
de uni  car jurisprudencia con carácter de au-
toridad, las subreglas resultantes son vinculan-
tes, (…) en términos simples, el deber de acatar 
los mandatos superiores y legales incorpora, de 
suyo, el mandato imperativo de asumir como 
reglas formales de Derecho las decisiones que 
uni  can jurisprudencia y/o hacen tránsito a cosa 
juzgada constitucional, en tanto la ratio deci-
dendi de esas sentencias contienen las subreglas 
que, mediante la armonización concreta de las 
distintas fuentes de Derecho, dirimen los con-
 ictos sometidos al conocimiento de las autori-

dades judiciales y administrativas (…)” (Corte 
Constitucional, 2011b).

Para resolver en de  nitiva el problema dis-
cutido en la doctrina sobre la vigencia del an-
tiformalismo, la Corte Constitucional dirime la 
controversia a  rmando de manera categórica: 
“La certeza que la comunidad jurídica tenga de 
que los jueces van a decidir los casos iguales de 
la misma forma es una garantía que se relaciona 
con el principio de la seguridad jurídica. La pre-
visibilidad de las decisiones judiciales da certe-
za sobre el contenido material de los derechos y 
obligaciones de las personas, y la única forma en 
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que se tiene dicha certeza es cuando se sabe que, 

en principio, los jueces han interpretado y van a 

seguir interpretando el ordenamiento de mane-

ra estable y consistente” (Corte Constitucional, 

2001). 

De todos modos, el sistema jurídico colom-

biano tiene una característica muy particular, 

pues proviene de una tendencia positivista ro-

manística, que establece como fuente formal 

del Derecho la norma escrita, y ubica, en con-

secuencia, a la Constitución Política como la 

Norma Superior. No obstante lo anterior, la Cor-

te Constitucional expresa que en nuestro siste-

ma también se aplica la doctrina constitucional 

vinculante y que solo puede ser modi  cada por 

la misma alta corporación. Entonces, si bien 

las altas corporaciones judiciales, y en especial 

la Corte Constitucional, deben en principio ser 

coherentes con sus decisiones pasadas, lo cierto 

es que, bajo especiales circunstancias, es posi-

ble que se aparten de ellas, ya que por razones 

“de igualdad y seguridad jurídica, el sistema de 

fuentes y la distinta jerarquía de los tribunales 

implican que estos ajustes y variaciones de una 

doctrina vinculante solo pueden ser llevados a 

cabo por la propia corporación judicial que la 

formuló. Por tal razón, y debido al especial papel 

de la Corte Constitucional, como intérprete au-

téntico de la Carta y guardiana de su integridad 

y supremacía, corresponde a esa Corporación, y 

solo a ella, modi  car las doctrinas constitucio-

nales vinculantes que haya desarrollado en sus 

distintos fallos” (Corte Constitucional, 1999).

La integración bipolar del sistema jurídico 
colombiano es rati  cada de manera directa por 
la Corte, al presentar la comunidad jurídica la 
nueva fuente del Derecho denominada doctrina 
constitucional o precedente vinculante. No obs-
tante, la alta corporación aclara que es necesario 
cumplir ciertos requisitos para que la decisión se 
convierta en precedente. “En primer término, no 
todo lo que dice una sentencia resulta pertinente 
para la de  nición de un caso posterior. Es im-
prescindible delinear cuál es la ratio decidendi 
de la sentencia que sería obligatorio seguir en un 
caso posterior y esta ratio debe, en efecto, servir 
para resolver el problema jurídico o una cuestión 
constitucional semejante. De otra parte, los he-
chos del caso o las normas juzgadas en la senten-
cia anterior deben ser semejantes o plantear un 
punto de Derecho similar al que debe resolverse 
posteriormente. Así, una sentencia se convier-
te en precedente de otra o de otras únicamente 
cuando su ratio decidendi con  gura una regla
–prohibición, orden o autorización– determinan-
te para resolver el caso, dados unos hechos y un 
problema jurídico o una cuestión de constitucio-
nalidad especí  ca semejantes” (Corte Constitu-
cional, 2007a).

La misma Corte se encarga de de  nir el pre-
cedente “como las reglas o subreglas que subya-
cen en la ratio decidendi emanadas de la inter-
pretación de una norma superior para la solución 
de un caso concreto”; enseña, además, “que los 
precedentes cumplen funciones esenciales en los 
ordenamientos jurídicos, incluso en los sistemas 
de Derecho legislado como el colombiano. Y 

GLADYS SHIRLEY RAMÍREZ VILLAMIZAR, MÁXIMO VICUÑA DE LA ROSA

Educ. Humanismo, Vol. 14 - No. 23 - pp. 138-154 - Diciembre, 2012 - Universidad Simón Bolívar - Barranquilla, Colombia - ISSN: 0124-2121
http://portal.unisimonbolivar.edu.co:82/rdigital/educacion/index.php/educacion



146

que “si bien la Sala Plena puede, excepcional-
mente, por razones de justicia material adecuar 
sus fallos a los cambios sociales, tal decisión le 
está vedada a las Salas de Revisión, so pena de 
incurrir en una causal de nulidad” (Corte Consti-
tucional, 2008a). 

Tendencia del Derecho latinoamericano 
hacia el antiformalismo

Es importante resaltar que en Latinoamérica 
existen sistemas jurídicos de los tipos menciona-
dos: unos mixtos, muy bien de  nidos; otros, con 
un ordenamiento positivo.

En la República Bolivariana de Venezuela, 
por ejemplo, se aplica el sistema jurídico bi-
fronte, en el que se conjugan armónicamente 
el ordenamiento positivista con el precedente 
constitucional obligatorio. El Artículo 335 de 
la Constitución Política de 1999 establece que 
el Tribunal Supremo de Justicia “garantizará la 
supremacía y efectividad de las normas y prin-
cipios constitucionales; será el máximo y últi-
mo intérprete de la Constitución y velará por su 
uniforme interpretación y aplicación. Las inter-
pretaciones que establezca la Sala Constitucio-
nal sobre el contenido o alcance de las normas y 
principios constitucionales son vinculantes para 
las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia 
y demás tribunales de la República” (Constitu-
ción Política Venezolana, 1999).

En relación a la fuerza vinculante del prece-
dente constitucional venezolano, la Sala Cons-
titucional de la Suprema Corte (2003) ha ex-

presado: “La conceptualización del precedente 
judicial cobra plena vigencia en el derecho pa-
trio a partir de la Constitución de 1999, y su in-
tegración al sistema jurídico procesal es función 
que compete a la jurisdicción constitucional. De 
allí la pertinencia de su esclarecimiento para el 
funcionamiento armonioso del sistema judicial. 
La fuerza obligatoria del precedente de la Sala 
Constitucional radica en la atribución que tiene 
conferida la Sala como máxima intérprete de las 
normas y principios constitucionales, pero esta 
interpretación con fuerza obligatoria vinculan-
te para las otras Salas del Tribunal Supremo de 
Justicia y demás Tribunales de la República, se 
extiende al contenido y alcance de las normas 
de contenido legal para ajustarlas al texto cons-
titucional, máxime cuando todavía prevalece 
en nuestro ordenamiento jurídico la legislación 
preconstitucional. De modo que a la luz del ar-
tículo 335 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, si bien el Tribunal 
Supremo de Justicia es el máximo intérprete del 
ordenamiento, la interpretación que las demás 
Salas realizan de la legalidad ordinaria debe ser 
acorde con los preceptos constitucionales, y si 
dicha interpretación es o no constitucional com-
pete decidirlo a la Sala Constitucional” (Tribunal 
Supremo de Justicia, 2003).

En un sentido similar, el magistrado Vinatea 
(2007) comenta sobre la aplicación del prece-
dente constitucional obligatorio en la República 
del Perú que, a través del precedente vinculante 
referido a una norma iusfundamental, “el Tribu-
nal Constitucional formula una determinación o 
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concreción del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho fundamental, por tanto el 
juez se vincula a este precedente como si se vin-
culase a la Constitución misma. Sin embargo lo 
anterior no es absoluto, ya que el funcionario, en 
particular el juez del poder judicial no tiene que 
aplicar siempre el supuesto hermenéutico con-
tenido en el precedente vinculante, sino solo en 
un caso concreto que sea sustancialmente igual 
al proceso respecto del cual se formuló. Desde 
el momento en que el Tribunal Constitucional 
reconoce que el precedente vinculante es una 
regla preceptiva común, se entiende que viene 
compuesta por un supuesto de hecho y por una 
consecuencia jurídica, por tanto solo puede ser 
aplicada en los casos en los que se veri  quen los 
elementos que conforman el supuesto de hecho 
de la referida regla. Quien tiene la tarea de es-
tablecer si esta regla preceptiva se veri  ca en el 
caso concreto es el juez, que es quien conoce y 
debe resolver el caso concreto, de tal manera que 
deberá resolver razonablemente la aplicación del 
precedente” (p. 17). 

Castro (2012, p. 306), exmagistrado de la 
Corte Suprema de Justicia ecuatoriana, también 
se re  ere a la fuerza vinculante del precedente 
constitucional, a  rmando que en la Carta Supe-
rior vigente en su país no consta que “la Asam-
blea Nacional pueda interpretar la Constitución, 
aunque tiene atribución para hacerlo con la ley, 
como puede consultarse en el artículo 120.6. Así 
mismo, en los artículos 429 y 436, numerales 1 
y 6, las normas establecen que la Corte Consti-
tucional es el máximo órgano de control, de in-

terpretación constitucional y de administración 
de justicia en esta materia y que genera juris-
prudencia vinculante en materia constitucional, 
lo que en parte satisface nuestra aspiración que 
realmente va más allá, pues se trata de que se 
incluya en nuestro sistema jurídico el instituto 
del precedente constitucional vinculante como 
fuente del Derecho, advirtiendo que no es lo 
mismo el concepto de precedente constitucional 
vinculante y el de jurisprudencia constitucional 
vinculante, que es el concepto a que se re  ere la 
Constitución”.

Guerrero (2012) plantea, por su parte, que 
en la República de Chile, “no existe una nor-
ma constitucional que establezca el precedente 
constitucional vinculante. Se ha demostrado que 
sin prescindencia de la consagración legal de 
una norma que haga vinculante el precedente del 
Tribunal Constitucional a todo órgano del Esta-
do, es posible concluir que en dicho precedente 
se recogen algunos de ellos, como es el caso del 
propio Servicio de Impuestos Internos, en razón 
a que los dictámenes del Tribunal Constitucional 
determinan cuándo dichos órganos están actuan-
do dentro del ámbito que la Constitución y las le-
yes dictadas en su conformidad le han otorgado. 
Lo anterior debe ser imitado por los restantes ór-
ganos del estado, en razón de buscar una mayor 
seguridad y certeza de que las actuaciones de los 
órganos estatales poseen validez constitucional. 

En dicho sentido, hemos visto que el prece-
dente del Tribunal Constitucional constituye un 
pronunciamiento vinculante para todo órgano 
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del estado debido a que dicha Magistratura in-

terpreta y determina el alcance de los preceptos 

de la Constitución. Por lo tanto, no existe un 

mejor intérprete que el Tribunal Constitucio-

nal, quien determina cómo deben aplicarse los 

preceptos que contiene el Código Político a los 

casos concretos que se presenten ante su cono-

cimiento. Ante dicha situación, los restantes ór-

ganos del estado deben guiarse, necesariamente, 

por dichos pronunciamientos para que así se pro-

fundice aún más la cohesión interpretativa que 

deben tener los órganos del estado en materia 

constitucional, lo cual traerá como consecuencia 

inevitable, que se alcance con mayor grado de 

perfección la orientación y vocación humanis-

ta hacia el bien común que posee nuestra Carta 

Fundamental” (p. 2). 

Como puede observarse, en este breve reco-

rrido por la región Andina, el Derecho latinoa-

mericano se dirige hacia la incorporación del an-

tiformalismo en los sistemas jurídicos, pues, no 

obstante la prevalencia del ordenamiento positi-

vista, en ellos también aplica la obligatoriedad 

del precedente constitucional en la solución de 

los con  ictos sociales. 

Las prácticas pedagógicas en la formación 

del abogado 

Fue Juan Jacobo Rousseau quien concibió al 

ser humano como un ser “en contacto permanen-

te con la naturaleza, guiado por sus propios inte-

reses naturales y determinado por sus capacida-

des y tendencias inherentes; siendo por lo tanto 

el hombre educado, aquel que es instruido, culto, 
el bien desarrollado” (Zuluaga, 2011, p. 49).

Hoy, el lugar apropiado para formar al hom-
bre instruido y culto no es otro que el recinto 
universitario. Es allí donde se adquiere el cono-
cimiento superior, y por lo tanto, donde, al decir 
de Maldonado (2012), “se construyen las com-
petencias adecuadas para actuar efectivamente 
en diversos escenarios según las necesidades de 
la producción o el trabajo, la ética, las nuevas 
tecnologías, el desajuste ambiental y todo ello, 
en un complejo marco de calidad, evaluación y 
autonomía”. O, como lo de  ne la Corte Consti-
tucional, “no solo para adquirir el conocimiento 
disciplinar entendido como la transmisión sis-
temática de conocimientos, sino para abarcar la 
formación de la persona, en sus aspectos físico, 
intelectual y moral, armónicamente integrados, 
con el  n de conducirla hacia los  nes de su 
pleno desarrollo, para lo cual ha de seguirse un 
método previamente trazado por el educador; 
correspondiéndole a este sacar a  ote las condi-
ciones y aptitudes del educando, moldeándolas y 
perfeccionándolas” (p. 4).

No obstante, estando bien de  nido el pro-
pósito de la educación superior en nuestro con-
texto, es frecuente observar a egresados de los 
Programas de Derecho, actuando con temor e in-
seguridad al abordar la solución de controversias 
en los estrados judiciales. 

Si entendemos el concepto de proceso como 
la acción que despliega una persona para supe-
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rar los inconvenientes que impone el entorno en 
busca de un  n determinado (solución de con-
 ictos), es imperativo ubicarnos en el estudio del 

proceso de formación del abogado y de manera 
especial en la labor de la persona encargada de 
facilitarlo. De este modo, al abordar la labor do-
cente en el proceso de enseñanza en los referi-
dos programas, es necesario prestar atención a la 
postura epistemológica que toma el profesor al 
momento de desarrollar el contenido programá-
tico de su microcurrículo y las prácticas pedagó-
gicas que utiliza en el proceso de aprendizaje del 
estudiante. 

Si la posición tomada por el profesor descansa 
de manera exclusiva en el enfoque iuspositivista 
del Derecho y a esto le agregamos una escasa 
formación pedagógica, se encuentra que, mu-
chas veces sin percatarse de ello, este solo utiliza 
la cátedra magistral como recurso didáctico. Y es 
que esta le facilita la repetición del concepto teó-
rico normativo, pero convierte al estudiante en 
un mero receptor, que, a la hora de descender al 
caso particular, no dispone de las competencias 
adecuadas para solucionar la controversia, por lo 
menos en forma ajustada a la Norma.

Por el contrario, el docente conocedor de las 
tres posturas epistemológicas del Derecho arriba 
estudiadas, y apropiado además de una adecuada 
formación pedagógica y didáctica, ubicará al es-
tudiante en cada eje temático de su espacio aca-
démico en esta concepción holística, mediante 
el uso del método y recurso didáctico pertinente 
en cada caso. Circunstancias que, desde luego, 

propiciarán en el estudiante el desarrollo de las 
competencias que exige la nueva estructura del 
sistema jurídico, es decir, para plantearse el pro-
blema litigioso, abordándolo de manera idónea 
desde el marco teórico del Derecho normativo y 
del decisionismo judicial (doctrina constitucio-
nal).

Pero, volviendo a la falencia que presenta el 
proceso de formación por competencias del abo-
gado que se inicia en la actividad profesional, se 
encuentra, entre otras causas la poca formación 
pedagógica del docente. Al decir de Tamayo 
(2003), la pedagogía es la disciplina que “con-
ceptualiza, aplica y experimenta los distintos 
conocimiento acerca de la enseñanza de los sa-
beres especí  cos en una determinada cultura y 
el uso adecuado de las prácticas didácticas en el 
aula universitaria”. Y según Freudenthal (1991, 
citado por García, 2010, p. 1), esta es entendida 
“como la organización de los procesos de en-
señanza y aprendizaje relevantes para tal mate-
ria”. Además, “los didactas son organizadores, 
desarrolladores de educación, autores de libros 
de texto, profesores de toda clase, incluso los 
estudiantes que organizan su propio aprendizaje 
individual o grupal” (Tamayo, 2003, p. 23).

Re  riéndose a las prácticas pedagógicas, 
explica Mondragón (2005) que hoy en día los 
estudiantes universitarios, “no llegan con toda 
la predisposición ni los conocimientos previos 
necesarios para el aprendizaje disciplinar y 
profesional. Además, los avances en las teorías 
del aprendizaje han demostrado, especialmente 
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desde Jean Piaget (1896-1980) que básicamente 
haber aprendido signi  ca haber extraído conclu-
siones de las experiencias, actuar de acuerdo con 
ellas (Glasserfeld). Además, como lo señaló el 
mismo Piaget, los resultados del trabajo en las 
escuelas dependía más de que los estudiantes do-
minaran las mismas categorías que utilizaba un 
profesor en sus exposiciones verbales. Por otro 
lado, nuevas investigaciones epistemológicas y 
educativas han demostrado y propuesto, que no 
existe una sola forma de conocer y que todavía 
más, existen múltiples inteligencias (Gardner, 
1995), cada una de las cuales tiene una forma 
particular de construir y de exponer sus conoci-
mientos, e incluso los aportes desde las neuro-
ciencias en el presente, nos están mostrando la 
diversidad de formas, comprensión y la especia-
lización de algunas regiones del cerebro para el 
logro de determinados saberes” (pp. 2-3). 

Es claro entonces que el desconocimiento del 
saber pedagógico por parte del docente rompe el 
punto vital de conexión en la relación enseñan-
za-aprendizaje, de manera que en forma invo-
luntaria este cae en el uso de prácticas pedagógi-
cas incoherentes con los procesos de formación 
por competencias que exige el sistema jurídico 
de hoy. Se genera por todo ello un abogado con 
un incipiente marco teórico y huérfano de las ha-
bilidades y destrezas necesarias para interpretar, 
argumentar y resolver con metodología desde la 
praxis los problemas litigiosos.

Con sobrada razón, el maestro Gómez (1980) 
enseñaba que en el aula universitaria el docen-

te debe llevar de la mano al estudiante para que 
“observe, experimente, analice y someta a críti-
ca constante lo que se hace. Los seminarios en 
la práctica real de las universidades constituyen 
casi siempre un fracaso, pues se llevan a cabo 
con cien o más alumnos y el profesor, erguido en 
la cátedra, lo que hace es repetir la clase magis-
tral; el profesor no desciende al diálogo, al ex-
perimento, al desmenuzamiento de la situación 
especí  ca, con un grupo pequeño. (...) el tumulto 
lo diluye todo y lo desvirtúa, produce distracción 
y elimina la concentración. Las famosas clínicas 
jurídicas, no operan como lo requiere la asimi-
lación dinámica del Derecho. Todo es abstracto. 
No se formulan juicios, no se ventilan negocios 
con todas las de la ley, con seriedad, con fervor, 
con absoluta consagración. Gradúese de aboga-
do ya, y aprenda Derecho después” (p. 112).

El aprendizaje del Derecho, mediante la uti-
lización de prácticas pedagógicas permeadas por 
la investigación en el aula, debe iniciarse desde 
el primer semestre de formación jurídica y man-
tenerse durante todo el desarrollo del plan de es-
tudio. Ello debe ser así porque la Epistemología 
y la Metodología de la línea de investigación no 
solo sirven al estudiante para construir y ejecu-
tar proyectos de investigación, sino también para 
utilizarla al momento de abordar en forma ade-
cuada la solución de los litigios.

Con el uso adecuado de las prácticas pedagó-
gicas (métodos, recursos y medios pedagógicos), 
el docente guiará al estudiante en el proceso de 
aprendizaje para que este construya una meto-
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dología de trabajo adecuada para la solución 
de los con  ictos en su vida profesional. Es un 
deber sagrado del docente abordar su labor con 
mucha responsabilidad porque esta es, precisa-
mente, la que articula el proceso de enseñanza 
con el aprendizaje del estudiante. Como antes se 
a  rmó, el buen uso de las prácticas pedagógicas 
producen un abogado competente, conciliador, 
ético y respetuoso de la diferencia, capaz de de-
sempeñarse profesionalmente y con seguridad 
frente a las controversias. 

Discusión
Consideradas las distintas posiciones  losó-

 co-jurídicas que han trascendido en el sistema 
jurídico nacional, aún se mantiene la discrepan-
cia de carácter doctrinal y jurisprudencial, en el 
sentido de establecer, bien la obediencia absoluta 
del juez al mandato normativo, o bien la doctrina 
constitucional, a la hora de administrar justicia. 
Existen estados como la República Bolivariana 
de Venezuela, que consagra expresamente en la 
Constitución Política el respeto por la normativi-
dad y el precedente constitucional (Art. 335) y, 
otros, donde no tiene cabida el antiformalismo 
jurídico. 

En Colombia, esta posición no está bien de-
 nida, porque como antes se estableció en la 

Constitución Nacional existe el artículo 230 Su-
perior, que ordena al juez obediencia a la ley, lo 
que ha generado que una parte de la judicatura 
se aparte del precedente judicial. Sin embargo, 
la Corte Constitucional, mediante las sentencias 
hito y de uni  cación de tutela, establece subre-

glas que son obligatorias y deben aplicarse en 
casos similares para los jueces constitucionales. 

Frente a esta situación particular, es necesa-
rio que los Programas de Derecho abarquen el 
estudio de esta disciplina desde estas dos lati-
tudes, utilizando las herramientas pedagógicas 
que contribuyan al desarrollo de habilidades y 
destrezas para el adecuado ejercicio profesional.

Conclusiones
Del análisis documental realizado con la me-

todología antes explicada, se concluye: 

•  Es inobjetable la existencia del ordenamiento 
normativo en el sistema jurídico colombiano, 
toda vez que de manera expresa así lo consa-
gra el artículo 230 Superior. Por consiguien-
te, para los jueces en sus decisiones judicia-
les, es forzoso aplicar el supuesto de hecho 
que consagran estas normas en la solución de 
las relaciones litigiosas. 

•  No obstante lo anterior, como a la Corte 
Constitucional, en tanto tribunal de cierre, 
le compete proteger, guardar e interpretar la 
Constitución, las decisiones que de ella ema-
nen, cuando ejerza estas facultadas, consti-
tuyen precedente obligatorio de manera ho-
rizontal y vertical para los demás jueces. En 
consecuencia, los fallos que la Corte dicte 
en ejercicio del control jurisdiccional hacen 
tránsito a cosa juzgada constitucional y nin-
guna autoridad puede reproducir el contenido 
material del acto jurídico declarado inexequi-
ble por razones de fondo, mientras subsista la 
Carta Fundamental.
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•  En atención a la anterior estructura jurídi-
ca, el docente, en su labor académica, debe 
orientar su proceso de enseñanza con funda-
mento en las tres corrientes  losó  cas, esto 
es, en la explicación teórico-práctica de cada 
una de las unidades temáticas, pues, como lo 
enseña la Corte Constitucional, hoy se apli-
can de manera obligatoria las sentencias que 
constituyan precedente constitucional consa-
grado en las sentencias hito para solucionar 
las controversias o litigios.

•  Para articular la enseñanza con el proceso de 
aprendizaje del estudiante, es indispensable 
que, además de la cátedra magistral, el do-
cente utilice los métodos y recursos que la 
didáctica entrega, como por ejemplo: el semi-
nario alemán, talleres, juzgados simulados, 
ejercicios dialécticos. Así se permean desde 
el aula los contenidos programáticos con ac-
tividades de investigación, y los estudiantes 
se apropian las competencias (conocimiento 
jurídico, interpretación, argumentación juris-
prudencial y proposición legal), que exige el 
nuevo sistema jurídico.
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